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Igualdad”, no se ha admitido la otra documentación acreditativa del requisito de la residencia aportada 
por el interesado.

Por otra parte la Delegación Territorial de Igualdad de Málaga, en su último informe, nos comunicaba que la 
desestimación de la solicitud del interesado se produce porque “no se aportó la documentación requerida en 
el momento procedimental concedido para ello”, motivación que tampoco es compartida por esta Institución.

A este respecto, el art. 73.3 de la Ley 39/2015, al referirse a la posibilidad de que los interesados que 
no hubieran cumplimentado las trámites requeridos en el plazo otorgado para ello puedan ser declarados 
decaídos en su derecho, establece que “no obstante, se admitirá la actuación del interesado y producirá 
sus efectos legales, si se produjera antes o dentro del día que se notifique la resolución en la que se tenga 
por transcurrido el plazo”.

Lo que se produce en el caso que nos ocupa, toda vez que la documentación correspondiente obraba en 
el expediente de PNC de jubilación solicitada por el interesado con anterioridad a que por la Delegación 
Territorial de Igualdad se hubiera adoptado resolución alguna sobre dicho expediente. Así, según se afirma 
por dicha Administración en su último informe, con fecha “25/05/2018 el solicitante presentó la diligencia 
de comparecencia” antes referida y, con fecha “7/06/2018, el solicitante aporta facturas del suministro 
eléctrico”, así como documentación relativa a pruebas médicas” anteriormente citadas.

En consecuencia, recomendamos a la Delegación Territorial de Igualdad de Málaga que se adopten las 
medidas que procedan para promover la revisión de la resolución denegatoria de la PNC de Jubilación 
solicitada el promotor de esta queja, toda vez que en el expediente administrativo de la misma consta 
documentación que acredita el cumplimiento del requisito exigido de residencia legal en territorio español 
para acceder a dicha pensión, y que fue aportada en momento procedimental oportuno. Asimismo, se le 
recomienda que, a la mayor urgencia posible, se adopten las medidas de racionalidad organizativa que sean 
necesarias para la puesta al día y resolución de los expedientes de Pensión No Contributiva de Jubilación de 
los expedientes relativos a solicitudes de dichas pensiones en esa provincia y garantizar la resolución de los 
mismos, así como de las reclamaciones previas a que dieran lugar, en el plazo legalmente establecido.

1.8. Justicia, Prisiones y Política Interior
1.8.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.8.2.1. Justicia

1.8.2.1.2.  La ansiada digitalización de la Justicia
La digitalización de la justicia incide directamente en una mayor agilidad, eficacia y eficiencia, siendo ésta 

una cuestión en la que todos los operadores jurídicos parecen estar de acuerdo.
Un objetivo que ha sido asumido por la Consejería de Turismo, Regeneración, Justicia y Administración 

Local de la Junta de Andalucía, tal y como trasladamos en el inicio de este epígrafe, cuando enumeramos 
los objetivos operativos de la Consejería, entre los que se encuentran: alcanzar la Justicia Digital plena en 
Andalucía, desarrollar plenamente el Expediente Judicial Electrónico y la Sede Judicial.

En el camino ya realizado años atrás hacia una progresiva digitalización, entendemos que existen 
una serie de cuestiones previas que deben ser resueltas para poder seguir avanzando. Nos referimos a 
cuestiones como, las incompatibilidades de los sistemas de gestión de las diferentes administraciones 
y competencias en la Administración de Justicia, como pueden ser Lexnet, Adriano, Arconte y otras 
aplicaciones informáticas.

La incidencia de la gestión de la crisis sanitaria en el sistema judicial ha propiciado que se avance desde la 
gestión presencial de los diferentes operadores jurídicos y la tramitación de los procedimientos en papel, 
hacia la incorporación de sistemas digitales que han recibido un considerable impulso en los dos años de 
gestión de la COVID-19, aunque resta por alcanzar la completa digitalización.

En la queja de oficio objeto de análisis en el epígrafe anterior 21/0173, los distintos decanatos de la 
provincia de Málaga nos manifestaron incidencias a este respecto.
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Así, el citado Decanato de Estepona nos trasladaba “la dilación en la celebración de actos procesales 
como consecuencia del mal funcionamiento de los sistemas telemáticos instaurados, lo que provoca la 
suspensión para convocar a las partes de forma presencial en la sala de vistas, incluso puede dar lugar 
a la nulidad de las actuaciones por cuanto no ha sido posible su grabación o registro, ante la ausencia 
de sonido nítido”.

Por su parte, el Decanato de Coín ponía de manifiesto que “se ha solicitado por este Decanato la 
instalación de otro sistema de videoconferencias en aras de evitar la suspensión o la demora en los 
señalamientos de videoconferencias que se reciben por exhorto, y que no se pueden realizar al estar 
las dos salas existentes en este edificio judicial, ocupadas por los otros juzgados.” Una situación que 
repercute en el retraso de expedientes de otros juzgados.

También queremos destacar algunos avances que se han ido produciendo en juzgados y tribunales de 
Andalucía relacionados con la digitalización.

En cuanto al sistema de gestión procesal Adriano, la Consejería ya tiene en marcha en los juzgados de 
lo Social y de lo Contencioso Administrativo en Jerez de la Frontera la fase piloto del nuevo sistema de 
gestión procesal denominado @driano.

En 2021 se han tramitado quejas donde se ha puesto de manifiesto incidencias con el portal Adriano. 
Así la queja 21/3276 ilustra algunas de las cuestiones que afectan a la implementación del nuevo sistema 
@driano, como es la falta o carencia de un adecuado sistema de alarma en la aplicación de gestión procesal 
de expedientes, que puede generar incidencias en la tramitación de los mismos produciendo dilaciones 
judiciales que perjudican a los interesados.

En el escrito de queja, el interesado nos comunicaba que tras dictarse por la Secc. XXX de la Audiencia 
Provincial de Málaga, en el Recurso de Apelación nº XXX/2017 con fecha 13 de marzo de 2019 Diligencia 
de Ordenación señalando la deliberación el 10 de junio de 2019, se iban a cumplir 2 años sin que se 
hubiese dictada la sentencia del recurso.

A tal efecto fuimos informados por el presidente de la referida Audiencia Provincial de que “el día 1 
de junio de 2021 se ha notificado providencia en la que se acuerda notificar la Sentencia dictada como 
resolución definitiva, lo que no se hizo en su día por un fallo informático en la carpeta del Magistrado 
Ponente”.

El informe de la letrada de la Administración de Justicia de la Sección XXX de la Audiencia Provincial 
de Málaga trasladaba que: “Tras la deliberación, la sentencia se entregó por el magistrado ponente en 
soporte papel, en la secretaria, el 25 de julio de 2019, asignándosele el número XXX de dicho año. No 
obstante, el ponente no integró dicha resolución en formato electrónico de manera correcta en la carpeta 
común debido a un fallo en su pen drive. La práctica habitual consistía en que los funcionarios, desde 
esa ubicación común, integraran, a su vez, la resolución en el sistema de gestión procesal Adriano. Por 
ello, la sentencia quedó pendiente de integración en Adriano y, por tanto, pendiente de firma electrónica, 
requisito para su notificación a través de Lexnet”.

Fue en marzo de 2021, dos años después, cuando la representación de D. (...) presentó escrito instando 
impulso a la vista del tiempo trascurrido desde que se les notificó la fecha señalada para la deliberación, 
comprobándose que dicha resolución no fue incorporada a Adriano y, por tanto, no fue notificada.

En fecha 1 de junio de 2021 se procedió a remitir la resolución para firma electrónica, habiéndose 
notificado en julio del mismo año.

Un expediente que, por las peculiaridades de la tramitación del mismo, se ha dado cuenta al Consejo 
General del Poder Judicial para que tome conocimiento.

También hemos tenido conocimiento de inversiones en un nuevo sistema de grabación y audiovisuales 
para salas de vistas, despachos y salas Gesell de Andalucía Arconte-Aurea, la textualización de grabaciones 
de vistas y declaraciones, y el proyecto de implantación de solución de videollamada para actos procesales 
telemáticos (CISCO-WEBEX-iReunión).

A este respecto, recientemente ha sido aprobado por el Consejo de Ministro el Anteproyecto de Ley de 
Eficiencia Digital del Servicio Público de Justicia, cuyo objetivo es el establecimiento del marco jurídico 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/resuelto-el-retraso-por-el-que-una-sentencia-de-apelacion-no-se-habia-dictado
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/resuelto-el-retraso-por-el-que-una-sentencia-de-apelacion-no-se-habia-dictado
https://www.lamoncloa.gob.es/consejodeministros/resumenes/Documents/2021/201021-presentacion_anteproyecto.pdf
https://www.lamoncloa.gob.es/consejodeministros/resumenes/Documents/2021/201021-presentacion_anteproyecto.pdf
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que facilite y promueva la digitalización, haciendo más accesibles los servicios digitales a la ciudadanía, 
reforzando la seguridad jurídica digital y orientando los sistemas de Justicia al dato.

Tanto esta norma, como la Ley de eficiencia procesal y la Ley de eficiencia organizativa, vienen a suponer 
la base legislativa del Plan Justicia 2030 para transformar el servicio público de Justicia y hacerlo más 
eficiente, acentuando la seguridad jurídica digital de las actuaciones y servicios no presenciales, y la 
realización telemática de actos de vistas.

Otras medidas a implementar serían el derecho a la desconexión digital, la cita previa, el teletrabajo, o la 
interoperabilidad de los sistemas existentes.

1.11.Personas Migrantes
1.11.1. Introducción

La Constitución Española, establece en su artículo 149.1.2º que el Estado tiene competencia exclusiva 
en materia de nacionalidad, inmigración, extranjería y derecho de asilo.

Por su parte la Comunidad Autónoma Andaluza, a través de la administración local y autonómica es 
competente para resolver actuaciones que están íntimamente relacionadas con los derechos de los 
migrantes: los empadronamientos, informes de inserción social en los expedientes de arraigo, menores, 
atención y cobertura sanitaria, formación y educación, servicios sociales, políticas de integración, políticas 
de empleo, gestión de residuos, alternativas habitacionales, albergues para temporeros, situaciones de 
emergencia como la covid-19, incendios, etcétera.

Una larga lista que desvirtúa planteamientos categóricos de que la realidad migratoria es de competencia 
exclusivamente estatal.

…

1.11.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.11.2.1. Vías de acceso a la residencia regular de los extranjeros

1.11.2.1.1. Arraigo social: informes de inserción
La Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su 

integración social en su artículo 31.3 establece que la Administración podrá conceder una autorización de 
residencia temporal por situación de arraigo.

El arraigo es una autorización de residencia temporal por circunstancias excepcionales que se podrá 
conceder a ciudadanos extranjeros que se hallen en España y, o bien tengan vínculos familiares o estén 
integrados socialmente.

En su desarrollo reglamentario, el RD 557/2011 establece los requisitos que deberán reunir estas 
personas para la concesión de la residencia. Entre otros, se encuentra haber permanecido con carácter 
continuado en España durante un periodo mínimo de tres años, sin que las ausencias de España durante 
este período no pueden superar los 120 días; tener vínculos familiares (cónyuge o pareja de hecho 
registrada, ascendientes o descendientes en primer grado y línea directa) con otros extranjeros residentes 
o con españoles, o bien, presentar un informe que acredite su integración social emitido por la Comunidad 
Autónoma (o el Ayuntamiento si la Comunidad Autónoma lo ha autorizado), en cuyo territorio tenga su 
domicilio habitual.

Son susceptibles por tanto de acceder a esta vía de regularización:
• Quienes llegaron a nuestro país tanto por puesto fronterizo habilitado como quienes accedieron por 

costa o por otros puestos no declarados y que puedan acreditar su permanencia en nuestro país 
durante al menos tres años.

• También los originarios de países a los que en la fecha de su llegada a España no se les exigía 
autorización previa (visa) y pudieron acceder a nuestro país en la búsqueda de un futuro mejor.

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2011-7703
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